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Cicle de seminaris d’actualització jurídica local 

«Josep Maria Esquerda» 2025 
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proyección en la Administración Local» 

21 de febrero de 2025 
Dimitry Berberoff Ayuda 

Vicepresidente del Tribunal Supremo 

 

1.- Admisión/Inadmisión de recurso de casación cuando se alega 

infracción del Derecho de la Unión Europea.  

Sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de octubre de 2024, Kubera C-

144/23.  

“1) El artículo 267 TFUE, párrafo tercero, debe interpretarse en el sentido de 

que se opone a que un órgano jurisdiccional nacional cuyas decisiones no 

sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno decida, en 

un procedimiento de examen de una solicitud de autorización para interponer 

un recurso de casación cuyo resultado depende de la importancia de la 

cuestión jurídica planteada por una de las partes del litigio para la seguridad 

jurídica, para la aplicación uniforme del Derecho o para el desarrollo de este, 

denegar dicha solicitud de autorización sin haber examinado si estaba 

obligado a plantear al Tribunal de Justicia una cuestión prejudicial sobre la 

interpretación o la validez de una disposición del Derecho de la Unión 

invocada en apoyo de dicha solicitud. 

2) El artículo 267 TFUE, a la luz del artículo 47, párrafo segundo, de la Carta 

de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en 

el sentido de que un órgano jurisdiccional nacional cuyas decisiones no sean 

susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno debe exponer, en 

la resolución por la que deniegue una autorización para interponer un recurso 

de casación que incluya una solicitud de que se plantee al Tribunal de Justicia 

una cuestión prejudicial sobre la interpretación o la validez de una 

disposición del Derecho de la Unión, los motivos por los que no ha iniciado 

el procedimiento prejudicial, a saber, bien que dicha cuestión no es pertinente 

para la resolución del litigio, bien que la disposición del Derecho de la Unión 

de que se trata ya ha sido interpretada por el Tribunal de Justicia, bien que la 

interpretación correcta del Derecho de la Unión se impone con tal evidencia 

que no deja lugar a ninguna duda razonable.” 
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2.- Trabajo de duración determinada (interinos) 

Sentencia del Tribunal de Justicia de 22 de febrero de 2024, C-59/22, C-

110/22 y C-159/22. (Cuestiones prejudiciales planteadas por el Tribunal 

Superior de Justicia de Madrid) 

“1) Las cláusulas 2 y 3 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al 

Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración 

determinada, deben interpretarse en el sentido de queun trabajador indefinido 

no fijo debe considerarse un trabajador con contrato de duración 

determinada, a efectos de dicho Acuerdo Marco, y, por lo tanto, está 

comprendido en el ámbito de aplicación de este último. 

2) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que 

la expresión «utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de 

duración determinada», que figura en dicha disposición, comprende una 

situación en la que, al no haber convocado la Administración en cuestión, en 

el plazo establecido, un proceso selectivo para la cobertura definitiva de la 

plaza ocupada por un trabajador indefinido no fijo, el contrato de duración 

determinada que vincula a ese trabajador con dicha Administración ha sido 

prorrogado automáticamente. 

3) La cláusula 5, apartado 1, letras a) a c), del Acuerdo Marco sobre el trabajo 

de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el 

anexo de la Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que 

se opone a una normativa nacional que no prevé ninguna de las medidas 

contempladas en esta disposición ni «medida legal equivalente» alguna, a 

efectos de esta, para evitar la utilización abusiva de contratos indefinidos no 

fijos. 

4) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que 

se opone a una normativa nacional que establece el pago de una 

indemnización tasada, igual a veinte días de salario por cada año trabajado, 

con el límite de una anualidad, a todo trabajador cuyo empleador haya 

recurrido a una utilización abusiva de contratos indefinidos no fijos 

prorrogados sucesivamente, cuando el abono de dicha indemnización por 

extinción de contrato es independiente de cualquier consideración relativa al 

carácter legítimo o abusivo de la utilización de dichos contratos. 
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5) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que 

se opone a unas disposiciones nacionales según las cuales las «actuaciones 

irregulares» darán lugar a la exigencia de responsabilidades a las 

Administraciones Públicas «de conformidad con la normativa vigente en 

cada una de [dichas] Administraciones Públicas», cuando esas disposiciones 

nacionales no sean efectivas y disuasorias para garantizar la plena eficacia 

de las normas adoptadas conforme a la citada cláusula. 

6) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que 

se opone a una normativa nacional que establece la convocatoria de procesos 

de consolidación del empleo temporal mediante convocatorias públicas para 

la cobertura de las plazas ocupadas por trabajadores temporales, entre ellos 

los trabajadores indefinidos no fijos, cuando dicha convocatoria es 

independiente de cualquier consideración relativa al carácter abusivo de la 

utilización de tales contratos de duración determinada. 

7) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración 

determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que, 

a falta de medidas adecuadas en el Derecho nacional para prevenir y, en su 

caso, sancionar, con arreglo a esta cláusula 5, los abusos derivados de la 

utilización sucesiva de contratos temporales, incluidos los contratos 

indefinidos no fijos prorrogados sucesivamente, la conversión de esos 

contratos temporales en contratos fijos puede constituir tal medida. 

Corresponde, en su caso, al tribunal nacional modificar la jurisprudencia 

nacional consolidada si esta se basa en una interpretación de las 

disposiciones nacionales, incluso constitucionales, incompatible con los 

objetivos de la Directiva 1999/70 y, en particular, de dicha cláusula 5.” 

Auto del Tribunal Supremo (Sala Cuarta) de 30/05/2024 rec. unificación 

de doctrina 5544/2023 (planteamiento de cuestión prejudicial al 

Tribunal de Justicia) 

“1. Principal. ¿Se opone a la cláusula 5 del Acuerdo Marco la doctrina 

jurisprudencial que, defendiendo los principios de igualdad, mérito, 

capacidad y no discriminación en la libre circulación de trabajadores, niega 

el reconocimiento de la condición de trabajadores fijos del sector público a 

los trabajadores indefinidos no fijos? 
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2.  Subsidiaria. De ser afirmativa la respuesta a la anterior pregunta: ¿El 

reconocimiento de una indemnización disuasoria al trabajador indefinido no 

fijo en el momento de la extinción de su relación laboral, puede considerarse 

como una medida adecuada para prevenir y, en su caso, sancionar, los abusos 

derivados de la utilización sucesiva de contratos temporales en el sector 

público con arreglo a la cláusula 5 del Acuerdo Marco?” 

Sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de junio de 2024, C-331/22 y C-

332/22, KT (Cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo 

Contencioso-Administrativo núm. 17 de Barcelona) 

“1) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración 

Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al 

Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de 

Duración Determinada, debe interpretarse en el sentido de que 

no se opone a una normativa nacional conforme a la cual el abuso en la 

utilización de sucesivos contratos o relaciones de empleo de duración 

determinada en el sector público se produce cuando la Administración 

Pública en cuestión no cumple los plazos que el Derecho interno establece 

para proveer la plaza ocupada por el empleado público temporal de que se 

trate, por cuanto, en semejante situación, esos sucesivos contratos o 

relaciones de empleo de duración determinada cubren necesidades de esa 

Administración que no son provisionales, sino permanentes y estables. 

2) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración 

Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 

Directiva 1999/70, a la luz de los principios de proporcionalidad y de 

reparación íntegra del perjuicio sufrido, debe interpretarse en el sentido de 

que 

se opone a una jurisprudencia y a una normativa nacionales que contemplan 

como medidas para sancionar la utilización abusiva de sucesivos contratos o 

relaciones de empleo de duración determinada, respectivamente, el 

mantenimiento del empleado público afectado hasta la convocatoria y 

resolución de procesos selectivos por la Administración empleadora y la 

convocatoria de tales procesos y el abono de una compensación económica 

con un doble límite máximo en favor únicamente del empleado público que 

no supere dichos procesos, cuando esas medidas no sean medidas 

proporcionadas ni medidas suficientemente efectivas y disuasorias para 

garantizar la plena eficacia de las normas adoptadas en virtud de dicha 

cláusula 5. 

3) La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración 

Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la 
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Directiva 1999/70, a la luz del artículo 47 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que, 

a falta de medidas adecuadas en el Derecho nacional para prevenir y, en su 

caso, sancionar, conforme a la cláusula 5, los abusos derivados de la 

utilización de sucesivos contratos o relaciones de empleo de duración 

determinada, la conversión de esos sucesivos contratos o relaciones de 

empleo de duración determinada en contratos o relaciones de empleo por 

tiempo indefinido puede constituir tal medida, siempre que esa conversión 

no implique una interpretación contra legem del Derecho nacional.” 

Autos del Tribunal Supremo (Sala Tercera, Sección de Admisión) 

18/05/2023 rca. 7099/2022  

“Las cuestiones en la que se entiende que existe interés casacional objetivo 

para la formación de jurisprudencia, son las siguientes:  

i. Se determine si para apreciar la existencia de utilización abusiva en los 

nombramientos de funcionarios interinos no universitarios que sean 

sancionables, es suficiente un criterio temporal de prolongación en la 

interinidad, o es necesario que, de forma concurrente, se examinen criterios 

de planificación educativa como la cobertura o no del curso completo, si 

afecta a un mismo centro educativo o no, las funciones realizadas en el 

tiempo, o si se han convocado o no las plazas.  

ii. En caso de reconocerse la existencia de abuso, si cabe la asimilación de la 

solicitud de nombramiento como funcionario fijo o equiparable a las 

consecuencias que anuda la jurisprudencia del Tribunal Supremo a dicha 

declaración de abusividad.  

Identificar como precepto que, en principio, será objeto de interpretación, la 

cláusula 5 del Acuerdo Marco anexo a la Directiva 1999/70/CE y el artículo 

10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 

Público.” 

Auto del Tribunal Supremo (Sala Tercera, Sección de Admisión) 

17/07/2024 rca. 7368/2021  

 “La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de 

la jurisprudencia consiste en determinar:  

(i) Si, cabe apreciar abuso, a los efectos de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, 

en los supuestos de nombramientos prolongados de interinos al amparo de 

una normativa de formación de listas de aspirantes a desempeñar, en régimen 

de interinidad, plazas de los cuerpos docentes contemplados en la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, cuando se han producido 
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convocatorias de procesos selectivos y, en su caso, de la especialidad 

correspondiente.  

(ii) Si para apreciar la existencia de utilización abusiva en los nombramientos 

de funcionarios interinos no universitarios que sean sancionables, es 

suficiente un criterio temporal de prolongación en la interinidad, o es 

necesario que, de forma concurrente, se examinen criterios de planificación 

educativa como la cobertura o no del curso completo, si afecta a un mismo 

centro educativo o no, las funciones realizadas en el tiempo, o si se han 

convocado o no las plazas,  

(iii) Y en caso de reconocerse la existencia de abuso, si cabe la asimilación 

de la solicitud de nombramiento como funcionario fijo o equiparable a las 

consecuencias que anuda la jurisprudencia del Tribunal Supremo a dicha 

declaración de abusividad.“ 

De la misma temática: Autos del Tribunal Supremo (Sala Tercera, Sección 

de Admisión) 17/07/2024 rca. 1602/2024; y 17/07/2024 rca. 4230/2024; 

17/07/2024 rca. 4436/2024 

 

3.- Medioambiente 

Sentencia del Tribunal Supremo 146/2024 de 30 de enero, RCA 

4737/2022 (calidad del aire y protección atmosférica) 

“Precisar que la cuestión que presenta interés casacional objetivo para la 

formación de jurisprudencia consiste en determinar si resulta posible 

preponderar, en pos del principio de proporcionalidad, los derechos a la 

movilidad de las personas y la libertad económica y de empresa respecto de 

los derechos a la salud y al medio ambiente a la hora de llevar a cabo el 

control jurisdiccional de la potestad reglamentaria en materia ambiental, 

teniendo en cuenta la naturaleza preventiva, permanente y proactiva de la 

intervención pública en la citada materia.” 

[…]  

con arreglo a los argumentos expuestos, reproducidos de nuestra sentencia 

1372/2023, de 2 de noviembre de 2023, procede también aquí declarar que 

no ha lugar al recurso de casación interpuesto, sin que tampoco se pueda dar 

respuesta a la cuestión casacional suscitada al no estar motivada la decisión 

de la Sala de instancia en la preponderancia de los derechos a la movilidad 

de las personas y la libertad de mercado respecto a los derechos a la salud y 

protección del medio ambiente.” 
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Sentencia del Tribunal Supremo 62/2024 de 17 de enero, RCA 2859/2022 

(principio de no regresión) 

“La conclusión de cuanto llevamos expuesto no puede ser otra que la de 

ubicar la iniciación de la EAE en la fase preliminar de borrador del 

instrumento de planeamiento, en los términos indicados en el art. 18 de la 

Ley 21/2013, sin que pueda deferirse tal iniciación a un momento posterior 

de la tramitación del plan, debiendo la perspectiva ambiental integrarse 

desde su inicio, desde esa fase preliminar, en las sucesivas fases de 

tramitación del plan. 

[…]  

La conclusión, por tanto, en respuesta a la segunda cuestión que nos plantea 

el auto de admisión, no puede ser otra que descartar que pueda entenderse 

no respetado el principio de no regresión por la sola circunstancia de la 

reviviscencia de un plan anterior como consecuencia de la declaración de 

nulidad de un plan de urbanismo por razones medioambientales, sin haberse 

realizado un análisis material comparativo desde la perspectiva ambiental de 

las respectivas previsiones de ambos instrumentos de ordenación”. 

 

Sentencia del Tribunal Supremo 1747/2024 de 30 de octubre, rca. 

7928/2022  

“La situación fáctica del suelo (suelo urbanizado), obtenida en su totalidad 

por la ejecución de un plan urbanístico posteriormente anulado, puede 

producir el efecto jurídico determinante de la elección de la modalidad de 

evaluación ambiental estratégica por el procedimiento simplificado y no por 

el ordinario siempre que, atendido el tiempo transcurrido y la consolidación 

de la urbanización, esa situación imposibilite a la Administración imponer 

las medidas de restauración del orden urbanístico infringido o resulten dichas 

medidas excepcionalmente costosas social y económicamente, siempre que 

no exista la posibilidad material ni jurídica de elegir otra alternativa distinta 

de la existente desde la perspectiva medioambiental y concurran especiales 

razones de interés público que justifiquen la actividad planificadora. 

En todo caso, para mantener la legalidad del plan, la evaluación ambiental 

estratégica obtenida por el procedimiento simplificado debe ser positiva.” 

 

Sentencia del Tribunal Supremo 82/2024 de 19 de enero, RCA 2865/2022 

(tasa de residuos y medioambiente) 

“El volumen de residuos y el coste de su eliminación o tratamiento 

constituyen elementos básicos de la tasa por el servicio de recogida, 
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eliminación o tratamiento de residuos, de manera que deben tener el 

oportuno reflejo en la memoria financiera, a los efectos de garantizar no solo 

la determinación del coste, sino los criterios de imputación y distribución 

entre los contribuyentes sobre la base de los principios de capacidad 

económica, equivalencia y proporcionalidad. 

No obstante, atendiendo a la normativa aplicable en el momento del devengo 

de la tasa, el principio de equivalencia no exige la determinación previa e 

individualizada del volumen de residuos generados por cada actividad sujeta 

a la tasa por el servicio de recogida, eliminación o tratamiento de residuos 

sólidos urbanos a los efectos del cálculo de la cuota tributaria.” 

 

4.- Contratación pública y gestión de servicios públicos 

Sentencia del Tribunal Supremo 381/2024 de 5 de marzo, rca. 7797 2020 

(umbrales de saciedad) 

“Cuando se trate de contratos en cuya adjudicación se ponderen diversos 

criterios de adjudicación, no existe en la regulación de la vigente Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público impedimento a la fijación 

en los pliegos de índices o umbrales de saciedad que limiten la valoración de 

las ofertas económicas, siempre que estén justificados en el expediente en 

relación con las prestaciones que constituyan el objeto del contrato y 

respeten las disposiciones legales sobre criterios de adjudicación y los 

principios en materia de contratación pública.” 

Sentencia del Tribunal Supremo 1205/2024 de 4 de julio, rca. 3044/2021 

(encomienda de gestión “in house”) 

“…La sala acoge una serie de elementos en la estructura y organización de 

Sumar que no son en nuestro criterio decisivos, ni ponen de manifiesto la 

controvertida falta de control análogo por parte del Ayuntamiento de 

Esparreguera al que ejerce sobre sus propios servicios. El conjunto de las 

disposiciones estatutarias y las circunstancias que concurren en el presente 

asunto hacen que, por el contrario, pueda advertirse la existencia de un 

efectivo control conjunto que ejercen las entidades que participan en la 

entidad Sumar y su real influencia en la toma de decisiones de ésta última. 

Influencia que no tiene un carácter accesorio o secundario como indica la 

Sala, sino que ha de calificarse de determinante tanto sobre los objetivos 

estratégicos como sobre las decisiones significativas de la entidad Sumar. 

 Ya hemos visto que el TJUE declara que no es indispensable que el control 

análogo se ejerza individualmente por cada una de las administraciones y 

que puede ser ejercido conjuntamente por varias administraciones públicas 

que posean en común una entidad 
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[…] 

en este supuesto, la Sala del TSJC centra su análisis del control desde una 

perspectiva claramente individual, la de la posición – que se dice minoritaria- 

que ostenta el Ayuntamiento de Esparraguera frente a la entidad Sumar, sin 

considerar, sin embargo, que el control puede ser ejercido conjuntamente por 

las administraciones titulares de una entidad, tal como ha señalado de forma 

clara y constante la jurisprudencia reseñada.” 

Sentencia del Tribunal Supremo 801/2024 de 9 de mayo, rca. 7962/2020 

(gestión servicio público de abastecimiento de agua) 

“La competencia o la gestión del servicio público de abastecimiento de agua 

de un municipio, puede ser cedida o delegada por convenio a un consorcio 

provincial integrado por la Diputación Provincial y Ayuntamientos de la 

provincia. 

Ese consorcio puede constituir una forma de cooperación horizontal o 

vertical entre entidades del sector público, dependiendo la concreta 

modalidad de cooperación de las circunstancias y condiciones que concurran 

en el convenio que se celebre en dichas entidades públicas. 

La adjudicación de dicho servicio por parte de un consorcio formado por 

entidades de carácter público estaría en principio sujeta a la legislación de 

contratación pública cuando dicha adjudicación sea mediante pública 

licitación a una empresa ajena, como sucedió en el caso de autos en el que el 

Consorcio PROMEDIO lo sometió a público concurso que fue ganado por 

la empresa aquí codemandada Aquanex. No puede excluirse, sin embargo, la 

posibilidad que dicho consorcio de entidades del sector público pudiera 

asumir la prestación del servicio con el empleo de medios propios.” 

 

5.- Intervención administrativa y libre prestación de servicios 

Sentencia del Tribunal Supremo 1871/2024 de 25 de noviembre, rca. 

4568/2021 

“A/ El servicio de autobuses “hop on-hop off”, modalidad de transporte 

turístico que contempla unas rutas turísticas que cuentan con horarios, 

frecuencias de paso y una serie de paradas en los que los usuarios suben y 

bajan de los autobuses a discreción, no participa de la naturaleza de “servicio 

público” a tenor de lo dispuesto en el artículo 1.2 del Reglamento (CE) nº 

1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, 

ni constituye un “servicio de interés público”, tal y como esta figura aparece 

definida en el artículo 95 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 

Sostenible. 
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B/ La prestación del servicio de autobuses “hop on-hop off” constituye una 

actividad económica que ha de poder desarrollarse en régimen de libre 

concurrencia, sin perjuicio de su sujeción a autorización y a las limitaciones 

o restricciones que puedan resultarle de aplicación. En particular, resulta de 

aplicación a dicha actividad el conjunto de principios y garantías que se 

establecen en los artículos 3 al 9 y 16 a 18 de la Ley 20/2013, de 9 de 

diciembre, de garantía de la unidad de mercado, y 4.1 de la Ley 40/2015, de 

Régimen Jurídico del Sector Público. 

C/ Debe entenderse justificado que el ejercicio de la actividad de transporte 

turístico esté sujeta a la intervención y autorización del Ayuntamiento; en el 

bien entendido de que los requisitos y limitaciones que a tal efecto establezca 

la Corporación municipal han de ser proporcionados y lo menos restrictivos 

o distorsionadores para la actividad económica (artículos 5.2 LGUM y 4.1 

de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público).” 

 

Sentencia del Tribunal Supremo 1361/2024 de 18 de julio, rca. 5662/2023 

(locales de juegos y apuestas) 

“El planeamiento urbanístico puede incluir determinaciones específicas 

sobre el uso del suelo urbano en relación con los locales de juego y apuestas. 

Estas determinaciones, si indirectamente afectan a la libertad de empresa y 

la libre prestación de servicios, deben estar adecuadamente justificadas por 

necesidades imperiosas de interés general. Además, las medidas adoptadas 

deben ser proporcionales, no imponer una restricción absoluta a la apertura 

de locales de juego y deben ser respetuosas con la legislación estatal y 

autonómica aplicable al sector del juego.” 

 

Sentencia del Tribunal Supremo 1579/2024 de 9 de octubre, rca. 

7563/2022 (limitación a la libertad de establecimiento) 

“La cuestión de interés casacional admitida consiste en determinar si las 

disposiciones del Plan Director Sectorial impugnado sobre zonificación 

comercial y límites de las superficies en función de las distintas categorías 

de equipamientos comerciales (entre otros, artículos 13, 16 y 17) infringen 

los principios de necesidad y proporcionalidad exigidos en la Directiva de 

Servicios y en la legislación básica estatal en materia de ordenación del 

comercio minorista, la garantía de la unidad de mercado y el libre acceso a 

las actividades económicas y de servicios y su ejercicio, cuestión dilucidada 

de modo motivado en la presente sentencia, teniendo en cuenta, en todo caso, 

que el PECMA contó con la correspondiente declaración ambiental 

estratégica favorable algunos de cuyos condicionantes van referidos 

específicamente al aspecto de la movilidad.” 
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Sentencia del Tribunal Supremo 41/2024 de 15 de enero rca. 3380/2021 

(licencia VTC/taxi) 

“Esta cuestión está decidida por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

en su sentencia 8 de junio de 2023 (asunto C-50/21) 

(…) 

1) El artículo 107 TFUE, apartado 1, no se opone a una normativa, aplicable 

a una conurbación, que establece, por un lado, que para ejercer la actividad 

de servicios de arrendamiento de vehículos de turismo con conductor en esa 

conurbación se exige una autorización específica, que se añade a la 

autorización nacional requerida para la prestación de servicios de 

arrendamiento de vehículos de turismo con conductor urbanos e 

interurbanos, y, por otro lado, que el número de licencias de tales servicios 

se limita a una por cada treinta licencias de servicios de taxi otorgadas para 

dicha conurbación, siempre que estas medidas no impliquen comprometer 

fondos estatales en el sentido de la citada disposición. 

[…] 

3) El artículo 49 TFUE se opone a una normativa, aplicable en una 

conurbación, que establece una limitación del número de licencias de 

servicios de arrendamiento de vehículos de turismo con conductor a una por 

cada treinta licencias de servicios de taxi otorgadas para dicha conurbación, 

cuando no se haya acreditado ni que esa medida sea apropiada para 

garantizar, de forma congruente y sistemática, la consecución de los 

objetivos de buena gestión del transporte, del tráfico y del espacio público 

de tal conurbación, así como de protección de su medio ambiente, ni que la 

citada medida no va más allá de lo necesario para alcanzar esos objetivos.»” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


